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recibido ya la subvención de la AEMA, y la cantidad restante a la entrega
por parte de la Consejería de Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma
de Andalucía de los productos resultantes del trabajo de este Convenio.

La Consejería de Medio Ambiente actúa como tercero con el que el
CNIG concierta la realización de la prestación.

Octava. Obligaciones específicas.

1. Los firmantes del convenio, como responsables de la coproducción
de las bases de datos resultantes del mismo, responderán de la autoría,
originalidad y uso pacífico de los datos, asegurando que no se viola o
infringe ningún derecho a terceros, y que los datos incorporados en los
productos resultantes no modifican la información geográfica aportada
por el Centro Nacional de Información Geográfica.

2. Los firmantes del convenio se comprometen a colaborar a que la
difusión y distribución de los datos resultantes del convenio sean óptimas.

3. La propiedad intelectual sobre la información y documentación
aportada por el Centro Nacional de Información Geográfica para la rea-
lización del objeto de la colaboración, corresponderá a dicho Organismo,
al IGN o a la Agencia Europea de Medio Ambiente, según la información
o documentación considerada. De igual forma, la información aportada
por la Comunidad Autónoma de Andalucía para la realización del objeto
de este Convenio y que no quede integrada en el producto final será de
propiedad exclusiva de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

4. El «copyright» de la información resultante de la colaboración será
compartido entre el Centro Nacional de Información Geográfica, el Instituto
Geográfico Nacional y la Consejería de Medio Ambiente de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Novena. Cesión de derechos.

Los firmantes del convenio podrán contratar o suscribir convenios
con terceros para la realización parcial del objeto de la colaboración, o
para la aportación de otros datos complementarios, informando previa-
mente a la otra parte de esta contratación.

Asimismo, podrán ceder parte de los derechos de propiedad del pro-
ducto, siempre que esta cesión no afecte a los derechos del otro firmante
del convenio y previo informe a éste.

Cuando la cesión de derechos incumba a la Comunidad Autónoma,
ha de atenerse a la normativa patrimonial de aplicación.

Décima. Comisión de seguimiento.

A la firma de este Convenio se constituirá su Comisión de Seguimiento,
en la que se integrarán seis personas, en representación de cada una
de las partes firmantes de este Convenio. Una de las personas que participe
en representación del CNIG será el Director de dicho Organismo, quien
actuará como Presidente de la Comisión de Seguimiento, sin voto de cali-
dad. De igual forma, y conforme a lo previsto en el artículo 27 de la Ley
6/1997, de Organización y Funcionamiento de la Administración General
del Estado, la Comisión deberá incluir a un representante del Delegado
del Gobierno en la Comunidad Autónoma.

Esta Comisión de Seguimiento se encargará de:

Dirimir los conflictos o controversias que pudieran surgir en el uso
de la ejecución, aplicación o interpretación de este Convenio.

Seguir la evolución técnica de la preparación del producto geográfico
objeto de este Convenio, así como de los procesos de control de calidad
e integración de la información geográfica digital resultante, según lo indi-
cado en la cláusula sexta.

Redacción de informes.

Undécima. Vigencia del Convenio.

El plazo de vigencia del presente Convenio es de 12 meses a partir
de su entrada en vigor, que será el momento de la firma del mismo.

Duodécima. Rescisión y resolución del Convenio.

Será causa de rescisión del presente Convenio de Colaboración el
incumplimiento de alguna de sus cláusulas.

Para ello, será necesaria la denuncia por una de las partes, con lo
cual se abrirá un plazo de un mes para que la otra parte pueda formular
su réplica y, a continuación, otro plazo similar para adoptar la decisión
definitiva. El acuerdo que refleje ésta, en caso de que implique la rescisión,
deberá contemplar las condiciones y plazos de resolución, y no debe pro-
ducirse perjuicio económico para ninguna de las partes.

Decimotercera. Jurisdicción.

Se aplicarán los principios generales del Derecho Administrativo a
la resolución de las dudas que pudiera plantear el cumplimiento de este
Convenio.

Las cuestiones litigiosas que puedan surgir en la interpretación o incum-
plimiento de las obligaciones que se deriven del presente Convenio, y
que no hayan podido ser dirimidas por la Comisión de Seguimiento creada
al efecto, se resolverán por vía administrativa y, en su caso, mediante
la jurisdicción contencioso-administrativa en la manera regulada por la
Ley de la citada jurisdicción.

Y en prueba de conformidad, suscriben el presente Convenio de Cola-
boración por triplicado.—La Consejera de Medio Ambiente de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, Fuensanta Coves Botella.—El Presidente del Cen-
tro Nacional de Información Geográfica, José Antonio Canas Torres.

10654 RESOLUCIÓN de 17 de mayo de 2002, de la Secretaría de
Estado de Infraestructuras, de prórroga de homologación
del curso de capacitación de operadores de muelles o ter-
minales que manipulen mercancías peligrosas en los puer-
tos, a impartir por la Asociación Española de Terminales
Receptoras de Graneles Químicos, Líquidos y Gases (As-
terquigas).

Habiéndose presentado por la Asociación Española de Terminales
Receptoras de Graneles Químicos, Líquidos y Gases (Asterquigas), con
domicilio en Madrid, calle Alcalá, 119, cuarto izquierda, solicitud para
la prórroga de homologación del curso de capacitación de operadores de
muelles o terminales que manipulan mercancías peligrosas.

Visto el Real Decreto 145/1989, de 20 de enero («Boletín Oficial del
Estado» de 13 de febrero), que aprueba el Reglamento de Admisión, Mani-
pulación y Almacenamiento de Mercancías Peligrosas en los Puertos de
Interés General.

Vista la Orden de 30 de mayo de 1990 («Boletín Oficial del Estado»
de 5 de junio), por la que se establecen las condiciones para los cursos
de capacitación para manipulación de mercancías peligrosas en los puertos
de interés general.

Vista la Orden de 6 de febrero de 1991, por la que se homologa el
curso de capacitación de operadores de muelles o terminales que mani-
pulen mercancías peligrosas en los puertos, a impartir por la Asociación
Española de Terminales Receptoras de Graneles Químicos, Líquidos y
Gases.

Vista la Resolución de 14 de febrero de 2000, por la que se prorroga
la homologación del citado curso de capacitación de operadores de muelles
o terminales que manipulen mercancías peligrosas en los puertos, en favor
de la entidad anteriormente mencionada.

Visto el informe favorable del Ente Público Puertos del Estado.
Esta Secretaría de Estado ha resuelto:

Prorrogar la homologación del curso de capacitación de operadores
de muelles o terminales, a impartir por la Asociación Española de Ter-
minales Receptoras de Graneles Químicos, Líquidos y Gases (Asterquigas),
con arreglo a las condiciones establecidas en la citada Orden de 6 de
febrero de 1991.

Esta prórroga de homologación tendrá validez por dos años a partir
del día siguiente a su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 17 de mayo de 2002.—El Secretario de Estado, Benigno Blanco
Rodríguez.

MINISTERIO DE EDUCACIÓN,
CULTURA Y DEPORTE

10655 RESOLUCIÓN de 16 de mayo de 2002, de la Dirección Gene-
ral de Universidades, por la que se conceden becas pre-
doctorales y postdoctorales, al amparo del Convenio de
Cooperación suscrito entre el Ministerio de Educación, Cul-
tura y Deporte y la Universidad de Georgetown.

Por Resolución de 28 de junio de 2001 («Boletín Oficial del Estado»
de 18 de julio), de la Secretaría de Estado de Educación y Universidades,
se convocaban becas predoctorales y postdoctorales al amparo del Con-
venio de cooperación suscrito entre el Ministerio de Educación, Cultura
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y Deporte y la Universidad de Georgetown de Washington, D. C., de Estados
Unidos de América.

Una vez realizada la preselección de candidatos por esta Dirección
General, a la vista de la evaluación científica obtenida, la Universidad
de Georgetown y sus departamentos académicos y programas, de con-
formidad con lo establecido en el apartado 5.7 de la Resolución de con-
vocatoria, han seleccionado a los candidatos y elevado a la Dirección Gene-
ral de Universidades la correspondiente propuesta de admitidos,

En consecuencia, y en uso de las atribuciones conferidas por la Reso-
lución de convocatoria, he resuelto:

Primero.—Conceder las becas predoctorales relacionadas en el
anexo I y las becas postdoctorales relacionadas en el anexo II, en las
condiciones indicadas en los mismos.

Segundo.—Denegar las solicitudes no relacionadas en los anexos, al
no haber obtenido en la evaluación científica el orden de prioridad exigido
por las condiciones del programa.

Tercero.—La financiación de las becas concedidas se efectuará con cargo
a la aplicación presupuestaria 18.07.541A.781, de los Presupuestos Gene-
rales del Estado.

Cuarto.—El contravalor en euros del importe de las dotaciones eco-
nómicas queda fijado en los anexos de esta Resolución y tendrá validez
de un año, al cabo del cual será revisado.

Los beneficiarios de estas becas están obligados al cumplimiento de
los establecido en el apartado 6 de la Resolución de 28 de junio de 2001.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa,
cabe interponer, en el plazo de un mes, recurso potestativo de reposición
al amparo de los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. Asimismo, podrá interponer
recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo de la Audiencia Nacional, conforme a lo establecido en el artícu-
lo 11.1 de la Ley /1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, y artículo 66 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1
de julio, del Poder Judicial, en la redacción dada por la Ley Orgánica
6/1998, de 13 de julio, en el plazo de dos meses a contar desde el día
siguiente a la fecha de su notificación, que establece el artícu-
lo 46.1 de la citada Ley 29/1998. Dicho recurso no podrá ser interpuesto
hasta que el anterior recurso potestativo de reposición, en el supuesto
de haberse presentado, sea resuelto expresamente o se haya producido
la desestimación presunta.

Madrid, 16 de mayo de 2002.—El Director general, Ismael Crespo Mar-
tínez.

Ilma. Sra. Subdirectora general de Formación y Movilidad de Profesorado
Universitario

ANEXO I

Ayuda de viaje
e instalación

—
Euros

Nombre y apellidos Departamento

Dotación
mensual

—
Euros

Bernat Castany Prado . . . . . . Spanish and Portuguese . 1.691 4.170
Luis Cerezo Ceballos . . . . . . . Linguistics . . . . . . . . . . . . . 1.691 4.170
David Soria Hernanz . . . . . . . Biology . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.691 4.170

ANEXO II

Ayuda semestral
para gastos

de investigación
—

Euros

Nombre y apellidos Departamento
Dotación mensual

—
Euros

Ayuda de viaje
e instalación

—
Euros

Abraham Vélez
de Cea . . . . . . . . Philosophy . . . . . 2.536 4.170 845

P i l a r O r t u ñ o
Anaya . . . . . . . . . Government . . . . 2.536 4.170 845

Gemma Bel En-
guix . . . . . . . . . . . Linguistics . . . . . 2.536 4.170 845

10656 ORDEN ECD/1258/2002, de 3 de mayo, por la que se designa
el Jurado para la concesión del Premio Nacional de His-
toria de España correspondiente a 2002.

Por Orden de 15 de marzo de 2002 («Boletín Oficial del Estado» del
26), se convocó el Premio Nacional de Historia de España correspondiente
a 2002, siendo desarrollada posteriormente la normativa que regula su
concesión mediante Resolución de 8 de abril de 2002.

En ambas disposiciones se establece que los miembros del Jurado serán
designados por Orden de la Ministra de Educación, Cultura y Deporte,
a propuesta del Director general competente, teniendo en consideración
las propuestas formuladas por las instituciones, academias, corporaciones
o asociaciones profesionales y formando también parte del mismo el autor
premiado en la anterior convocatoria.

En su virtud, y de conformidad con dichas propuestas, he tenido a
bien disponer:

Los miembros que componen el Jurado encargado de la concesión del
Premio Nacional de Historia de España correspondiente a 2002, serán
los siguientes:

Presidente: Don Fernando de Lanzas y Sánchez del Corral, Director
general del Libro, Archivos y Bibliotecas.

Vicepresidente: Don Luis González Martín, Subdirector general de Pro-
moción del Libro, la Lectura y las Letras Españolas.

Vocales:

1. Propuestos por las entidades correspondientes:

Don Faustino Menéndez Pidal de Navascués, miembro de la Real Aca-
demia de la Historia.

Don Pedro Navascués Palacio, miembro de la Real Academia de Bellas
Artes de San Fernando.

Don Pedro Cerezo Galán, miembro de la Real Academia de Ciencias
Morales y Políticas.

2. Propuestos por el Director general del Libro, Archivos y Bibliotecas
entre Profesores de Universidad de distintas especialidades de la Historia:

Don Guillermo Solana Díez.
Don Juan Pablo Fusi Aizpurua.
Don Julio Valdeón Baruque.
Don Enrique Fuentes Quintana.

3. Autor galardonado en la edición anterior:

Don Luis Suárez Fernández.

Secretaria: Doña Társila Peñarrubia Merino, funcionaria de la Sub-
dirección General de Promoción del Libro, la Lectura y las Letras Espa-
ñolas, que actuará con voz pero sin voto.

Lo que comunico a V.E. y V.I. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 3 de mayo de 2002.

DEL CASTILLO VERA

Excmo. Sr. Secretario de Estado de Cultura e Ilmo. Sr. Director general
del Libro, Archivos y Bibliotecas.

10657 ORDEN ECD/1259/2002, de 3 mayo, por la que se designa
el Jurado para la concesión del Premio Nacional a la mejor
traducción correspondiente a 2002.

Por Orden de 15 de marzo de 2002 («Boletín Oficial del Estado» del
26), se convocó el Premio Nacional a la mejor traducción correspondiente
a 2002, siendo desarrollada posteriormente la normativa que regula su
concesión mediante Resolución de 8 de abril de 2002.

En ambas disposiciones se establece que los miembros del Jurado serán
designados por Orden de la Ministra de Educación, Cultura y Deporte,
a propuesta del Director general competente, teniendo en consideración
las propuestas formuladas por las instituciones, academias, corporaciones
o asociaciones profesionales y formando también parte del mismo el autor
premiado en la anterior convocatoria.


